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PRESENTACIÓN de la NOVENA edición

La realidad supera a la ficción. Esta frase de Oscar Wilde complementa la 
de Mark Twain, la verdad es más extraña que la ficción. Nadie hubiera imagi-
nado las experiencias vividas por la humanidad a lo largo del año 2020, desde 
la declaración de la pandemia de covid-19 y durante casi todo 2021, mientras 
avanzaban los procesos de vacunación.

Este momento extremo ha producido gravísimas consecuencias humanas 
(muertes, colapso sanitario, secuelas para millones de personas), así como 
repercusiones económicas derivadas de la misma situación y las medidas 
para frenar los contagios. Los confinamientos, cierres de negocios y suspen-
sión de actividades produjeron una caída del PIB mundial sin precedentes 
históricos, ni en contextos de guerra.

La respuesta de los organismos financieros internacionales y los países 
ha sido tan excepcional como la situación requería. Una inyección de liqui-
dez constante, la salvaguarda de los puestos de trabajo, ayudas a empresas, 
moratorias de pago de préstamos e incentivos fiscales de todo tipo se han 
desplegado para evitar la cascada de quiebras que hubiera devastado el siste-
ma económico sin paliativos.

El papel del Estado ha vuelto a ponerse de manifiesto. La liberalización 
es una buena idea, pero cuando se hace imprescindible intervenir, solo pue-
de hacerlo quien cuenta con todas las capacidades directivas, las potestades 
para ordenar y la oportunidad real de la política monetaria, los tipos de in-
terés y la regulación. Bien ejercidas, estas competencias podrían impulsar la 
recuperación económica.

La Unión Europea ejemplifica esta reacción, traducida en su Instrumento 
de recuperación y resiliencia, aprobado por los países que han presentado 
sus propios planes, basados en los objetivos estratégicos de la moderniza-
ción, la sostenibilidad y la digitalización. España tiene su plan, salido del 
Consejo de Ministros en el mes de mayo de 2021 y validado por la Comi-
sión. Antes se había publicado el Real Decreto-Ley de modernización de la 
Administración pública. Los contenidos de esta norma y las autonómicas 
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subsiguientes afectan a la mayoría de las instituciones del Derecho adminis-
trativo: organización, procedimiento, control, contratos públicos, convenios, 
o empleo público.

Otras novedades relevantes incorporadas a la obra merecen ser destaca-
das: Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética; 
los múltiples decretos-leyes de medidas sociales o con incidencia sobre sec-
tores económicos; o las polémicas sobre la gestión de los remanentes de las 
entidades locales.

En fin, la intervención administrativa económica se ve cada vez más con-
dicionada por el empleo de técnicas informatizadas, que sirven para tomar 
decisiones en el ámbito tributario, de contabilidad y lucha contra la corrup-
ción. El sistema financiero se está transformando en clave digital (Ley 7/2000, 
de 13 de noviembre) y pronto veremos las monedas oficiales también en este 
formato. Así, toda la economía experimentará un cambio sistémico que la 
pandemia solo ha acelerado.

«Ojalá vivas tiempos interesantes», dicen que reza una maldición china. 
No hay descanso en el estudio de la intervención administrativa económica, 
pues bebe de la fuente de la realidad, mucho más poderosa y sugerente que 
cualquier fantasía.

Esta nueva y ya novena edición no hubiera visto la luz sin el amor de mi 
madre, mi esposa y mi hija, las tres mujeres de mi vida.

En la Universidad de Salamanca, junio de 2021.

Ricardo Rivero Ortega

Catedrático de Derecho administrativo
Universidad de Salamanca



Tema I

El Derecho Administrativo Económico

SUMARIO: I.  INTRODUCCIÓN AL DERECHO ADMINISTRATIVO ECONÓMICO: 1. Derecho y Econo-
mía. 2. Derecho público económico. 3. Administración económica y Derecho administrativo econó-
mico. 4. Intervención administrativa en la Economía. 5. Regulación económica y social.—II. EVOLU-
CIÓN HISTÓRICA DE LA INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA ECONÓMICA EN ESPAÑA: 6. Hasta 
el siglo xx. 7. A lo largo del siglo xx. 8. Comienzos del siglo xxi.—III. REFORMAS ESTRUCTURALES: 
9. Privatización. 10. Liberalización. 11. Desregulación. 12. Modernización y reforma administrativa. 
13. Medidas anticrisis y para la estabilidad presupuestaria. 14. Realización del mercado interior eu-
ropeo.—IV. GLOBALIZACIÓN, INSTITUCIONES ADMINISTRATIVAS, INNOVACIÓN Y DESARRO-
LLO ECONÓMICO: 15. Globalización y Derecho administrativo. 16. Instituciones administrativas y 
desarrollo económico. 17. Innovación e intervención administrativa económica.

I. � Introducción al derecho administrativo económico

1.  Derecho y Economía

Si la Economía puede definirse como la ciencia de las elecciones huma-
nas (en la distribución de recursos escasos o en la selección de fines alterna-
tivos), el Derecho ha de considerarse la principal herramienta orientadora 
de las distintas opciones a disposición de los agentes económicos, pudiendo 
desde proscribirlas, o sujetarlas a infranqueables límites, hasta incentivarlas 
y ampararlas con su cobertura formal protectora. Bien sea con alternativas 
de restricción o de estímulo, apenas puede señalarse una decisión económica 
no mediatizada por múltiples normas jurídicas, tanto si nos fijamos en las 
operaciones de los sujetos privados (consumidores y empresas), como si ana-
lizamos las intervenciones del poder público, en sus proyecciones legislativas 
y ejecutivas, principalmente.

Existen manifestaciones de la actividad económica privada menos deter-
minadas por el Derecho, pero sólo fuera de sus límites, como sucede con las 
empresas prohibidas (aunque no por ello del todo eliminadas de la realidad) 
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o con aquellas huérfanas de una regulación precisa. Claro ejemplo de las 
primeras (comportamientos contra las leyes) es el tráfico de estupefacientes, 
y de las segundas (en los extremos de la ley) la prostitución. La economía 
sumergida representaría también una manifestación de conducta al margen 
de la ley, deliberadamente apartada del respeto de las normas, para evitar sus 
repercusiones traducidas en costes (fiscales, derechos laborales) o en con-
troles administrativos dirigidos a proteger intereses públicos de todo tipo 
(sanidad, seguridad).

Dejando a un lado estos supuestos patológicos de vulneración —anali-
zando la mayoría de las decisiones económicas de los sujetos privados— nos 
encontramos con el condicionamiento general de los oferentes y los deman-
dantes. Las empresas, sujetas a reglas sobre todo el proceso de producción, dis-
tribución y comercialización de sus mercancías, desde las normas técnicas de 
fabricación, empaquetado y etiquetado de los productos, hasta las aplicables 
a su transporte o la publicidad a la hora de venderlos. Y los consumidores, 
afectados por limitaciones en cuanto a la oferta o la información disponible, 
dependiendo sus elecciones del número de productos y de servicios ofertados 
(en algunos casos en régimen de monopolio u oligopolio), de los precios (a 
veces intervenidos), y de las garantías de calidad y seguridad recibidas.

Las intervenciones económicas del poder público también se ven con-
dicionadas por reglas competenciales, procedimentales y sustantivas (de 
protección de los derechos de las personas). En las normas encontramos la 
contestación a las preguntas de quién debe tomar determinada decisión (las 
Cortes, el Gobierno, una Comunidad Autónoma, un Ayuntamiento, un Juez 
o Tribunal), cómo debe tomarse (el procedimiento a seguir hasta un pro-
nunciamiento concreto), y dentro de qué límites de necesario cumplimiento 
deben adoptarse las respuestas a cada situación económica. Así, podemos 
decir que prácticamente cada acto del Estado con repercusiones económicas 
se encuentra intensamente juridificado, esto es, subordinado al respeto de 
un gran número de previsiones constitucionales, docenas de leyes y cientos 
de reglamentos.

Tal multitud de normas, y muchos principios también a respetar, nos de-
muestran el interés y la importancia del Derecho para la Economía. Las insti-
tuciones políticas y jurídicas son condiciones previas del sistema económico, 
dependiente de ellas. Todas las operaciones empresariales de cierta enverga-
dura requieren un detenido análisis del contexto jurídico para su adopción, 
y ni la ejecución de la política económica ni las concretas intervenciones ad-
ministrativas pueden llevarse a cabo prescindiendo del marco constitucional 
y de la distribución de poderes y funciones entre las distintas autoridades 
políticas y administrativas: Cortes Generales, Gobierno, Comunidades Autó-
nomas, Ayuntamientos, Consejo, Comisión o Banco Central Europeo.

En todos estos centros de decisión (como en las empresas) colaboran 
activamente economistas y juristas, manejando a la hora de adoptar sus po-
líticas argumentos jurídicos y económicos. No es extraño por ello que se 
emplee el análisis económico del Derecho como uno de los métodos de apro-
ximación a las instituciones jurídicas. La perspectiva económica, desde el 
punto de vista de la asignación eficiente de los recursos, puede enriquecer las 
decisiones jurídicas, tanto de contenido regulador como de aplicación de las 
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normas; por eso los juristas deben tener muy en cuenta la Economía. Y los 
economistas también deben estudiar Derecho, por sus repercusiones sobre 
el sistema económico.

BIBLIOGRAFíA: Ariño Ortiz/López de Castro, «Economía y Derecho», en Principios 
de Derecho público económico, 3.ª ed., Comares, Granada, 2004. Corcuera Atienza/
García Herrera (eds.), Derecho y Economía en el Estado Social, Tecnos, Madrid, 
1988. Cooter/Ulman, Derecho y Economía, FCE, México, 1977. Doménech Pascual, 
Gabriel, «Por qué y cómo hacer análisis económico del Derecho», en Revista de 
Administración Pública, núm. 195, 2014. Hayek, Fundamentos de la libertad, UE, 
Madrid, 1998. Mercuro, Derecho y Economía, IEF, Madrid, 1991. Pastor, Sistema 
jurídico y Economía. Una introducción al análisis económico del Derecho, Tecnos, 
Madrid, 1989. Posner, Richard, El análisis económico del Derecho, FCE, 2013. Reich, 
Mercado y Derecho, Ariel, Barcelona, 1985 (con Prólogo de Eduardo Galán Corona). 
Ruiz Ojeda, Alberto, Fundamentos de regulación y competencia (el diálogo entre dere-
cho y economía para el análisis de las políticas públicas), Iustel, Madrid, 2013.

2. � Derecho público económico

El Derecho económico es una materia interdisciplinar, dedicada al aná-
lisis de cuestiones como la regulación de mercados, el régimen de la compe-
tencia o los derechos de los consumidores. Abarca sectores del ordenamiento 
jurídico no integrados exclusivamente ni en el Derecho público ni en el De-
recho privado (el Derecho del mercado de valores, por ejemplo), y que por 
tanto han de ser estudiados desde ambos puntos de vista, necesariamente 
complementarios. Pero esta amplitud del Derecho económico no obsta la se-
gregación de un Derecho público de la Economía, compuesto sobre todo por 
Derecho constitucional y administrativo, diferenciable del Derecho privado 
(mercantil o civil) porque centra menos su atención en la voluntad de los 
particulares (contratos, sociedades mercantiles, etc.) y más en las interven-
ciones y regulaciones del poder público.

Claro que las intervenciones de carácter fiscal son el objeto de estudio del 
Derecho financiero y tributario, disciplina suficientemente autónoma, aun-
que con profundas implicaciones de Derecho administrativo. Y otras mate-
rias jurídicas de Derecho público, como el Derecho penal o el procesal, tam-
bién nos muestran destacadas vertientes económicas. Pero el grueso de las 
regulaciones e intervenciones económicas del poder público se encuentran 
previstas y ordenadas en leyes administrativas, con la previa cobertura cons-
titucional, de manera que el Derecho público económico será, sobre todo, 
Derecho público común, esto es, Derecho administrativo.

La sustantividad del Derecho público económico, con mayor protagonis-
mo del Derecho administrativo económico, se pone de manifiesto al aproxi-
marse a la literatura extranjera sobre la cuestión. Han sido los administra-
tivistas, en los países europeos con una tradición jurídica más próxima a la 
nuestra (Alemania, Francia, Italia), quienes se han ocupado de sistematizar 
esta ciencia. En Alemania, desde Huber (Wirtschaftverwaltungsrecht); en 
Francia, Laubadere y Devolvé (Droit Public Economique); y en Italia, con 
Giannini o Guarino (Diritto pubblico dell’economia). Y hasta hoy encontra-
mos manuales y tratados sobre esta materia en los tres países citados.
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En Estados Unidos son los estudios sobre regulación los que analizan la 
mayoría de las cuestiones que se encuadran en el Derecho público económi-
co europeo. Si nos acercamos a los trabajos de Breyer, Sunstein o Sidak, 
por ejemplo, encontraremos allí muchos debates acerca del alcance de la 
intervención pública, sus principios inspiradores o las relaciones entre el 
poder administrativo y las empresas. Los mismos temas que interesan a los 
investigadores de la Administración económica y el Derecho administrativo 
económico.

BIBLIOGRAFíA: Ariño Ortiz/De la Cuétara/López de Castro, Principios de Derecho 
público económico, Comares, Granada, 2004. Cosculluela Montaner/López Be-
nítez, Derecho público económico, Iustel, Madrid, 2011. Cosculluela Montaner, 
«Reflexiones sobre los presupuestos constitucionales y de Derecho Comunitario 
europeo y los principios generales del Derecho público económico», en Estudios 
de Derecho Público Económico, Libro Homenaje al Prof. Dr. Sebastián Martín-Re-
tortillo, Civitas, Madrid, 2003. De la Cruz Ferrer, Apuntes de Derecho público 
económico. La intervención pública en la Economía y en la Empresa, 1992. Mar-
tín Mateo, El marco público de la economía de mercado, 2.ª ed., Aranzadi, Cizur 
Menor, 2003. Martín Mateo, Derecho público de la economía, Centro de Estudios 
Ramón Areces, Madrid, 1985. Rojo, «El Derecho económico como categoría siste-
mática», RGLJ, t. LXXX, 1980. Tindemann, «El concepto de Derecho económico, 
de Derecho penal económico y de delito económico», Cuadernos de Política Crimi-
nal, núm. 28, 1986.

3. � Administración económica y Derecho administrativo económico

La Administración económica está compuesta por múltiples organizacio-
nes públicas que tienen y ejercen competencias de este orden. Hablamos de 
ella en singular sólo para facilitar la comprensión de lo que realmente es un 
complejo integrado por la Administración estatal, la autonómica, los distin-
tos entes locales (municipios, diputaciones provinciales, mancomunidades, 
consorcios) y los entes instrumentales dependientes de cada una de estos 
niveles (agencias, organismos autónomos, entidades públicas empresariales, 
sociedades públicas, fundaciones etc.). Todo un aparato institucional que 
debe amoldarse a las necesidades de la estructura económica, mediante la 
flexibilidad y la eficacia (compatibles con la legalidad), para evitar entorpe-
cer su buen funcionamiento.

Así, suele acudir a fórmulas personificadas en su organización por las 
ventajas que presentan desde el punto de vista de su autonomía y mayor 
maniobrabilidad. Es frecuente que múltiples competencias económicas se 
atribuyan a entes dotados de personalidad jurídica propia, no integrados en 
la clásica estructura administrativa jerarquizada, y a veces incluso titulares 
de un estatuto de independencia, como en el caso del Banco de España, para-
digma de organismo con funciones administrativas (vigilancia y supervisión 
de las entidades de crédito, potestad reglamentaria) separado de la Adminis-
tración del Ministerio de Economía.

El recurso a las modalidades de actuación jurídico-privadas es también 
muy habitual. La utilización, alternativa o simultánea, de Derecho público 
y Derecho privado, es otra de las características de la Administración eco-
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nómica. ADIF y la Agencia de Innovación, Financiación e Internacionaliza-
ción Empresarial de Castilla y León son dos buenos ejemplos de esta utiliza-
ción combinada del Derecho público y el Derecho privado: el primero, para 
ejercitar las potestades administrativas, que necesariamente se sujetan a las 
normas de la Ley de Procedimiento Administrativo; el segundo, para sus ac-
tividades de gestión, que sin embargo también deberían realizarse respetan-
do principios jurídicos públicos y normas administrativas en lo relativo a la 
adjudicación de contratos, selección de personal o gestión de subvenciones 
(controles y garantías que impidan abusos y malversaciones).

Las formas privadas facilitan la colaboración público-privado, imprescin-
dible para llevar a cabo numerosos proyectos económicos. Por ello la coope-
ración entre agentes privados y poder público, tan necesaria en toda política 
económica que respete la libertad, se refleja también en la tercera caracterís-
tica de la Administración económica, que es la sustitución de las decisiones 
unilaterales por fórmulas convencionales de intervención administrativa, lo 
que se conoce bajo la denominación de Administración concertada. Muchos 
de los objetivos que persigue la Administración económica serían imposibles 
de alcanzar sólo con el acto, sin llegar a acuerdos, formalizados o informales, 
entre los sujetos privados y públicos que actúan en los sectores sobre los que 
se interviene.

Esto en lo que se refiere al concepto y principales características de la 
Administración económica. El Derecho administrativo económico sirve, por 
un lado, para facilitar las intervenciones del poder público en la Economía, 
ofreciendo las herramientas que permiten condicionar el comportamiento 
de los operadores económicos, poderes exorbitantes en manos de la Admi-
nistración que no deben pasar desapercibidos a la hora de analizar el funcio-
namiento del mercado (potestades administrativas como la reglamentaria, 
la sancionadora, la autorizante o la supervisora). Por otro lado, el Derecho 
administrativo establece toda una serie de garantías que deben servir para 
evitar los excesos de la Administración, sus intervenciones desproporciona-
das (injustificadas) y las desviaciones de poder y arbitrariedades que pueden 
darse como consecuencia de las conexiones entre la autoridad política y el 
interés económico, que traen el riesgo de la corrupción.

El Derecho administrativo económico responde a toda una serie de prin-
cipios básicos que forman parte de la teoría general del Derecho administra-
tivo. Ahora bien, la mayor o menor plasmación positiva de estos principios 
se halla sobre todo en los ordenamientos sectoriales, compuestos por leyes y 
reglamentos que regulan sectores de la economía configurando un estatuto 
peculiar de las empresas operadoras e incluyendo garantías de defensa de 
los intereses de los destinatarios de sus bienes y servicios. La regulación de 
materias como la banca, el mercado de valores, el juego, la televisión priva-
da, el transporte, el gas, la industria, el seguro privado, la agricultura o las 
telecomunicaciones es el objeto de esta disciplina.

Y es que, aunque las principales leyes administrativas (LPACAP: Ley de 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
LJCA: Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, LCSP: Ley de Con-
tratos del Sector Público) también son de aplicación a muchos problemas 
que se plantean en el ámbito de la intervención económica, existe un Dere-
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cho administrativo de la agricultura, la energía o el transporte, por mencio-
nar tan sólo tres sectores en los que se mueve un volumen considerable de 
recursos. Cada uno de estos grupos normativos está compuesto de leyes (nor-
malmente una Ley que funciona como cabecera del grupo) y múltiples regla-
mentos que desarrollan o complementan lo establecido en las leyes, amén de 
otras normas de diversa naturaleza: decretos legislativos, normas de Derecho 
europeo (directivas o reglamentos), decretos-leyes, etc.

La importancia del Derecho administrativo para la Economía queda de 
manifiesto si tenemos en cuenta la naturaleza de los conflictos que pretende 
resolver esta disciplina jurídica. Algunos ejemplos pueden servir para per-
catarnos de los intereses en juego: la paralización de un Plan General de 
Ordenación Urbana como consecuencia de un contencioso interadministra-
tivo (Comunidad Autónoma versus Ayuntamiento) puede tener efectos per-
niciosos sobre todo el desarrollo económico de un municipio, en la medida 
en que afecta al sector de la construcción y, por derivación, a toda la vida de 
la ciudad; la impugnación de una decisión de la trascendencia que tiene la 
adjudicación de los canales de televisión privada tiene igualmente unas con-
notaciones económicas evidentes; un recurso contencioso-administrativo 
frente a las licencias que permiten la realización de un proyecto de estación 
de esquí o de cualquier otra infraestructura puede poner en tela de juicio, 
por consideraciones ambientales, el principal factor de dinamización de un 
municipio y de una comarca entera, enfrentándolo a la protección de los 
espacios naturales de la zona.

Es en el contencioso-administrativo donde afloran los intereses políticos, 
sociales y económicos que se ventilan en la interpretación y aplicación de las 
normas jurídico-administrativas. El Derecho administrativo no es sólo el De-
recho interno de la Administración (organización, procedimiento), sino que 
también regula las relaciones de este poder público con los sujetos privados, 
evitando las arbitrariedades. Pero que exista una posibilidad del abuso no 
supone dejar de considerar que la intervención pública es imprescindible, y 
un breve repaso histórico nos demostrará que además es una constante a lo 
largo del tiempo.

BIBLIOGRAFíA: Ballbé, «La proyección del Derecho en la Administración econó-
mica», DA, 46, 1991. De Ahumada Ramos, Materiales para el estudio del Derecho ad-
ministrativo económico, Dykinson, 2001. De la Cuétara/Martínez López Muñiz/Vi-
llar Rojas, Derecho administrativo y regulación económica, La Ley, Madrid, 2011. 
Fernández Rodríguez, «Administración imperativa y Administración concertada 
en la vida económica», en El nuevo Derecho de la empresa, Madrid, 1989. García 
Trevijano, «Aspectos de la Administración económica», RAP, núm. 12, 1953. Lagu-
na de Paz, José Carlos, Derecho administrativo económico, Madrid, 2016. Martín-
Retortillo, Sebastián, Derecho Administrativo económico, La Ley, Madrid, 1988. 
Martín-Retortillo, Sebastián, «Las nuevas perspectivas de la Administración 
económica», RAP, núm. 116, 1988. Meilán Gil, «El estudio de la Administración 
económica», RAP, núm. 50, 1966. Manzanedo/Hernando/Gómez Reino, Curso de 
Derecho administrativo económico, IEAL, Madrid, 1970. Martín Mateo/Sosa Wag-
ner, Derecho administrativo económico, Madrid, 1974. Rivero Ortega, Adminis-
traciones públicas y Derecho privado, Marcial Pons, Madrid, 1998. Stober, Derecho 
administrativo económico, MAP, Madrid, 1992 (traducción de Santiago González-
Varas).
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4. � Intervención administrativa en la Economía

El concepto de intervención es muy amplio, ya que engloba distintas for-
mas de incidencia del Estado sobre la Economía. En cada momento his-
tórico suele asociarse a la técnica más característica de ejercicio del poder 
público en el campo económico: dirigismo, planificación, servicio público, 
empresa pública, supervisión o regulación. Técnicas dispares, por su dis-
tinta intensidad y por los diferentes efectos que producen en el sistema eco-
nómico, dejando un mayor o menor margen de libertad al sector privado. 
Actualmente, la regulación quizás sea la manifestación más significativa del 
intervencionismo, cada vez más preocupado de no entorpecer la libre inicia-
tiva privada, sin descuidar los intereses públicos. Pero otras modalidades de 
intervención siguen estando muy presentes, como veremos al recordar las 
medidas contra la crisis económica.

Parto de una definición amplia de intervención, como acción y efecto de 
intervenir, teniendo en cuenta que intervenir, según el diccionario de la Real 
Academia Española, significa entre otras cosas: tomar parte en un asunto; in-
terponer uno su autoridad; dirigir, limitar o suspender una autoridad el libre 
ejercicio de actividades o funciones; o vigilar una autoridad una comunica-
ción privada. En los últimos temas de este libro estudiaremos las distintas 
formas de intervención administrativa económica, incluidas algunas en cuya 
definición también se utiliza este vocablo, si bien con un significado más res-
tringido (intervención de empresas, intervención directa mediante la creación 
de empresas públicas). Pero ello no nos debe confundir, pues no son más que 
manifestaciones de la tendencia a identificar el poliédrico fenómeno del inter-
vencionismo con alguna de sus caras. Intervención administrativa es cualquier 
forma de injerencia de la Administración en la actividad de los particulares.

Históricamente, la primera forma de intervención pública ha sido la limi-
tadora, pues el origen mismo del poder (según la literatura política y socioló-
gica clásica) estaría asociado a la vigilancia y la prevención de daños. Ahora 
bien, el intervencionismo se multiplica exponencialmente en el siglo pasado, 
sobre todo a partir de las guerras mundiales, y adopta formas relativamente 
nuevas, como la empresa pública y la planificación. Antes de mediados del 
xx ya se habían ensayado estas herramientas, pero su mayor protagonis-
mo tendrá lugar entre los años cuarenta y ochenta, hasta que comienzan a 
producirse reformas con el objetivo de reducir la presencia (y la estrategia) 
económica del Estado.

Aun así, empresa pública y planificación son técnicas que siguen utilizán-
dose en sectores concretos, y no parece que vayan a desaparecer de nuestro 
instrumental administrativo (a pesar de que los libros hablan cada vez me-
nos de ellas). La planificación tiene una presencia predominante en terrenos 
como el urbanismo y la ordenación del territorio. Y la empresa pública sigue 
utilizándose como instrumento para la realización de muchas actividades 
claves para el desarrollo, tanto en el nivel local (prestación de servicios), 
como en el autonómico (tareas de fomento).

Incluso las nacionalizaciones, en las antípodas de la consideración me-
ramente reguladora del poder público, han recuperado presencia en los úl-
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timos años, aunque no en nuestro país. Primero algunos gobiernos latinoa-
mericanos (Bolivia, Venezuela), y luego en la cuna misma del liberalismo 
(Inglaterra) se han publificado empresas y sectores productivos por razones 
estratégicas o de nacionalismo económico, demostrando que la realidad de 
la intervención pública es más compleja y no se deja reducir a simples cons-
trucciones ideológicas.

También el servicio público ha presidido el intervencionismo económico 
durante la segunda mitad del siglo xx. Y sigue siendo uno de los tópicos por 
excelencia de la Administración en la Economía, a pesar de haberse procla-
mado en distintos foros su defunción. Lejos de ser cierta, al menos del todo, 
si nos fijamos en el régimen que sigue marcando la realización de prestacio-
nes tan variadas como el transporte regular de viajeros en autobús, el abas-
tecimiento domiciliario de agua potable o la recogida de residuos. Servicios 
tan esenciales para nuestras sociedades que, por distintas razones, no pue-
den dejarse por completo al mercado.

BIBLIOGRAFíA: Baena del Alcázar, Régimen jurídico de la intervención administra-
tiva en la economía, Tecnos, Madrid, 1966. Cassagne, La intervención administra-
tiva, Buenos Aires, 1994. Carro, José Luis, «Aproximación jurídica al concepto de 
intervencionismo económico», REDA, núm. 3, 1974. Fernández Farreres (dir.), 
La intervención administrativa en la economía, CGPJ, Madrid, 1996. Gimeno Fe-
liu, «Fundamentos de la ordenación jurídica de la economía y escenarios del in-
tervencionismo administrativo», en Bermejo Vera, Derecho Administrativo. Parte 
especial, Civitas, Madrid, 1998. Muñoz Machado, Servicio público y mercado. I. Los 
fundamentos, Citivas, Madrid, 1998. Muñoz Machado/Esteve Pardo, Derecho de 
la Regulación económica. I. Fundamentos e Instituciones de la Regulación, Iustel, 
Madrid, 2009. Viciano Pastor, Libre competencia e intervención pública en la econo-
mía, Tirant lo Blanch, Valencia, 1995. Villar Palasí, La intervención administrativa 
en la industria, IEP, Madrid, 1964.

5. � Regulación económica y social

En el afán de corregir los fallos de la intervención pública, sin embargo, 
el neoliberalismo aboga por una restricción del empleo del término, usual-
mente asociado a un protagonismo excesivo del sector público en la Eco-
nomía. Así, como alternativa se proponen conceptos menos contaminados 
ideológicamente, como el de ordenación, o se insiste en la manifestación 
más sobresaliente del intervencionismo actual —la regulación económica— 
propugnando el empleo preferente de esta técnica de intervención, con toda 
seguridad más respetuosa de la iniciativa privada, pero insuficiente para ago-
tar, ni en su significado literal ni en sus consecuencias, toda la gama de po-
sibles y necesarias intervenciones que pueden y deben llevar a cabo Estado 
y Administración.

El concepto de regulación, en el diccionario de la Real Academia, remite 
a varias ideas: ajustar el funcionamiento de un sistema a determinados fines, 
o determinar las reglas o normas a que debe ajustarse una persona. Pero 
estas explicaciones del significado no son suficientes, pues en definitiva se 
trata de un concepto económico (no siempre coincidente con su significa-
do jurídico) inspirado además en modelos anglosajones de intervención en 


